El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CORRECCIÓN DE HISTORIA LABORAL / COSA JUZGADA / YA SE HABÍA RESUELTO ACCIÓN DE TUTELA CON LOS MISMOS HECHOS Y PRETENSIONES.
Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar a Colpensiones corregir la historia laboral del accionante. Para lo cual, primero debe definirse si en este caso se presentó una cosa juzgada.  

A la actuación se incorporó copia del trámite de la primera acción de tutela que formuló el actor…
Comparada la situación expuesta en ese fallo de tutela con la que es objeto de estudio en esta providencia se puede concluir que lo que ahora se expone ya fue decidido por un juez constitucional y por tanto sobre esa circunstancia la Sala se encuentra impedida de hacer cualquier análisis al estar presente el fenómeno de la cosa juzgada. 

Es efecto si lo que pretende el actor con la presente acción de amparo es que se ordene resolver su solicitud de fondo, corregir su historia laboral y dar continuidad a los trámites de expedición del bono pensional y de reconocimiento de su prestación de vejez, no es nada diferente a lo que ya había sido objeto de pronunciamiento en la primera acción constitucional que formuló.

Y por tanto el trámite adecuado para acceder a sus pretensiones era la vía de la verificación del cumplimiento del fallo o el incidente de desacato…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril diez (10) de dos mil diecinueve (2019)

Acta No. 142 del 10 de abril de 2019

Expediente No. 66001-31-03-003-2019-00034-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor José Fernando Vega Barreto, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 4 de marzo último, en la acción de tutela que el recurrente formuló contra el Director de Historia Laboral de Colpensiones, a la que fueron vinculados la Directora de Acciones Constitucionales de esa entidad y el Secretario de Asuntos Administrativos de la Alcaldía de Dosquebradas.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 13 de febrero de 2018 elevó petición ante Porvenir S.A., con el objeto de que se expidiera el bono pensional que le permitiría adelantar el trámite del reconocimiento de la prestación vitalicia de vejez. Al responderle, le informaron que en su historia laboral se presenta una inconsistencia, concretamente un “traslapo de los tiempos certificados tanto por el municipio de Dosquebradas como por la Contraloría Municipal de Pereira (error 6028)”; teniendo en cuenta que ese error no fue ocasionado por esa entidad, ni por la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, sino por aquellas autoridades territoriales, se le indicó que la entidad competente para resolver el caso es Colpensiones por medio de su archivo laboral masivo destinado para empleadores que cotizaron al ISS.

1.2 “Ante el silencio de Porvenir” formuló acción de tutela para obtener el amparo de su derecho de petición, la que decidió el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Garantía de Pereira, mediante sentencia del 2 de octubre de 2018, en la que se ordenó a Porvenir solicitar a Colpensiones y al municipio de Dosquebradas corregir su historia laboral y a esta última, informar de esa rectificación a Porvenir. Debido al incumplimiento de esas órdenes se adelantó incidente por desacato, en el que se sancionó a Colpensiones, pero en sede de consulta se revocó esa decisión al haberse suministrado respuesta, la cual considera no resolvió el fondo del asunto.

1.3 En obedecimiento a lo ordenado el municipio de Pereira, por medio de oficio del 20 de noviembre de de 2018, requirió a Colpensiones a efecto de que realizara la corrección y devolución de aportes, para lo cual se adjuntaron los documentos que acreditan que laboró en ese ente territorial desde el 8 de marzo hasta el 4 de abril de 1994 y que solicitó una licencia no remunerada para trabajar en la Contraloría Municipal de Pereira, en la que prestó sus servicios desde el 6 de abril hasta diciembre de 1994. Por ello la inconsistencia se presentó, pues el municipio de Dosquebradas continúo con el pago de su cotización hasta el 1° de julio de ese año, término en el que también aportó la citada Contraloría.

1.4 Colpensiones, respecto de las varias peticiones que le han sido formuladas, le informó que teniendo en cuenta los soportes incorporados al incidente de desacato y las certificaciones CLEBP expedidas por la Contraloría de Pereira, no es posible eliminar las novedades irregulares, pues se evidencia que trabajó simultáneamente al servicio de dos entidades públicas, del 5 de abril al 10 de mayo de 1994, lo que es indicativo de que su historia laboral carece de error alguno, ya que en efecto durante ese periodo se realizó un doble aporte pensional. 

1.5 Se requiere la eliminación del “traslapo”, con el ajuste a la realidad de su historia laboral, concretamente que se registre que trabajó con el Municipio de Dosquebradas desde el 8 de marzo al 4 de abril de 1994, tal como aparece en los reportes de esa entidad, y que del 6 de abril al mes de diciembre de ese mismo año laboró en la Contraloría de Pereira. Sin embargo, como la Dirección de Historia Laboral de Colpensiones se ha negado a hacerlo, a pesar de que aquellas autoridades se lo han solicitado con sustento en los actos administrativos correspondientes, la Oficina de Bonos Pensionales y Porvenir se encuentran impedidas para emitir el bono respectivo, del cual depende el reconocimiento de su pensión de vejez, pues ya cumplió la edad exigida. Agregó que no se le pueden trasladar las consecuencias de un reporte patronal erróneo. 
2. Considera lesionados los derechos “a lo pedido”, al mínimo vital y la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a la Dirección de Historia Laboral de Colpensiones: a) eliminar el “traslado” y resolver su solicitud, ya que si bien en cumplimiento de fallo judicial el municipio de Dosquebradas “solicitó con la prueba pertinente el retiro de ese traslapo (sic), la entidad se niega a hacerlo argumentando que esas pruebas no son suficientes para corregir la historia laboral” y b) cumplido lo anterior informar de ello a Porvenir y a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que se dé continuidad a los trámites de expedición del bono pensional y de reconocimiento de su prestación de vejez.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 20 de febrero se admitió la acción y se ordenó vincular a la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones y al Secretario de Asuntos Administrativos de la Alcaldía de Dosquebradas.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Secretaria Encargada de Asuntos Administrativos de la Alcaldía de Dosquebradas manifestó que esa entidad no ha lesionado derecho alguno del demandante, por el contrario, en cumplimiento del fallo proferido dentro de la acción de amparo radicada bajo el No. 2018-00323, libró oficio DA.200.1.1619, por medio del cual se solicitó a Colpensiones la corrección de la historial laboral del demandante, de acuerdo con la certificación laboral aportada. Agregó que en este caso se evidencia que la pretensión del actor se dirige a obtener que Colpensiones corrija los periodos cotizados por ese ente territorial, es decir que la solicitud solo involucra a la citada administradora de pensiones.
2.2 La Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones indicó que tal como se le informó al actor, la entidad empleadora fue la encargada de realizar el correspondiente registro de los tiempos laborados y por tanto, para esa Administradora de Pensiones es imposible corregir la historia laboral respecto de novedades efectivamente reportadas. Agregó que si el demandante está en desacuerdo con esa respuesta, debe acudir a la vía ordinaria, medio idóneo para dirimir la cuestión, al tratarse de una pretensión de carácter económica, máxime cuando no se demostró un perjuicio irremediable.  
Solicitó declarar improcedente el amparo por el incumplimiento del requisito de subsidiariedad.

3. Mediante sentencia del pasado 19 de febrero, la señora Juez Tercera Civil del Circuito de Pereira negó el amparo solicitado.

Para decidir así, consideró, luego de citar precedentes jurisprudenciales sobre la improcedencia de la acción de tutela para obtener el pago de prestaciones económicas, que en este caso, si bien el actor es una persona de 60 años no demostró que estuviera en estado de indefensión o que tuviera afectado su mínimo vital y por tanto, ha debido acudir a la acción contenciosa administrativa desde el momento en que le fue negada la corrección de su historia laboral. Además, en la acción de tutela que formuló con anterioridad, el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Garantía de Pereira ordenó a Colpensiones resolver de fondo sobre la solicitud de rectificación del citado historial, mandato que cumplió esa entidad al informarle las razones por las cuales no se podían modificar los periodos de cotización, al igual que el municipio de Dosquebradas “al cumplir con la obligación de elevar la solicitud en tal sentido”. Concluyó que a falta de prueba de la existencia del perjuicio irremediable, no es la tutela el medio para sustituir los mecanismos ordinarios, más aún cuando no se evidencia vulneración alguna en la interpretación que utilizó Colpensiones para negar la solicitud del actor.  
4. Inconforme con el fallo, el actor lo impugnó. Alega que laboró en el municipio de Dosquebradas, en calidad de posesionado, desde el 8 de marzo al 4 de abril de 1994 y a partir del 6 de este último mes a diciembre de ese mismo año trabajó al servicio de la Contraloría Municipal de Pereira, por tanto no laboró simultáneamente durante esos periodos. El mencionado ente territorial, por error o por desconocimiento de las normas vigentes, le pagó cotizaciones hasta el 1° de julio de 1994, al igual de la Contraloría Municipal. Por esta razón, la accionada manifiesta que trabajó paralelamente en aquellas autoridades, aunque, como dijo, ello obedece a un equívoco en las cotizaciones, el que precisamente pretende por este medio se corrija, independientemente de qué entidad haya provocado esa situación, la cual impide continuar con el trámite pensional. Así mismo, Colpensiones adujo que era Dosquebradas la competente para solicitar enmendar el error y a ello efectivamente procedió, pero ese fondo de pensiones se negó a corregirlo y le dijo que debía acudir a la vía ordinaria. Este último argumento lo comparte el juez de primera instancia, quien aseguró que el caso debe ser expuesto ante los jueces administrativos; sin embargo, se desconoce si esa sea la vía correcta para pedir la protección de sus derechos, pues no existe acto o reclamación administrativa alguna, máxime cuando no cree necesario poner en funcionamiento el aparato judicial por un simple equívoco que puede ser enmendado directamente por la accionada. Agregó que de conformidad con el Decreto 1083 de 2015, los empleados públicos no podrán desempeñar otros cargos en la administración cuando se encuentren disfrutando de licencias ordinarias, so pena de sanción disciplinaria. En este caso, al haber transcurrido más de 20 años “la acción sancionatoria ya prescribió y… Colpensiones, tenía conocimiento de estos hechos y errores y sin embargo guardó silencio durante todos estos años, y ahora que ya cumplí con los requisitos de ley como son la edad y semanas cotizadas… sacar a relucir dicho error, con el fin de obstaculizar el procedimiento para adquirir la pensión”.

Pide revocar el fallo de primera instancia y acceder a sus pretensiones.
5. En esta sede el accionante, además de reiterar algunos argumentos que ya había planteado, dijo que ha intentado por todos los medios que se corrija su historia laboral, pero Colpensiones se obstina en no hacerlo, a pesar de que existen soportes que le permiten aclarar esa situación.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar a Colpensiones corregir la historia laboral del accionante. Para lo cual, primero debe definirse si en este caso se presentó una cosa juzgada.  
3. A la actuación se incorporó copia del trámite de la primera acción de tutela que formuló el actor, la cual acredita los siguientes hechos:

3.1 El señor José Fernando Vega Barreto instauró acción de amparo contra Porvenir S.A., la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el municipio de Dosquebradas y Colpensiones, en la que alegó haber formulado petición para obtener la expedición de bono pensional y que la primera de esas entidades le informó que existía una inconsistencia en su historia laboral, la cual no fue corregida pese a allegar los actos administrativos relacionados con su vinculación con el municipio de Dosquebradas y la Contraloría de Pereira.
3.2 Por sentencia del 2 de octubre de 2018, proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de Pereira concedió el amparo solicitado y ordenó: a) a Porvenir solicitar al municipio de Dosquebradas y a Colpensiones corregir la historia laboral del actor para poder continuar el trámite del reconocimiento pensional e informar al peticionario sobre las gestiones adelantadas y b) al municipio de Dosquebradas y a Colpensiones, una vez reciban esas peticiones, resolverlas de fondo.
Para decidir así, se consideró que en este caso se presenta una inconsistencia en la historia laboral del actor pues, aparecen reportes del municipio de Dosquebradas desde el 14 de marzo al 5 de abril y del el 6 de abril al 1° de julio de 1994 y de la Contraloría de Pereira a partir del 6 de abril al 5 de agosto de ese mismo año, es decir que se presenta una doble cotización, la que se generó porque la primera de esas entidades no tuvo en cuenta que el afiliado se encontraba en licencia no remunerada entre el 5 de abril al 10 de mayo de 1994, tal como consta en los certificados laborales. Aunque esta situación impide a Porvenir adelantar el trámite de expedición del bono pensional, esa entidad, como aseguradora del actor, se encuentra facultada para servir como intermediaria ante las demás entidades a efecto de solucionar el inconveniente, de conformidad con el Decreto 1513 de 1998. Por tanto como esa entidad se abstuvo de proceder de esa manera, no adelantó el trámite necesario para dar respuesta de fondo y por tal motivo lesionó los derechos a la seguridad social y petición del demandante
.

3.3 Aunque se desconoce si esa providencia fue impugnada o revisada por la Corte Constitucional, se puede presumir que las órdenes allí impuestas se encuentran incólumes debido a que se adelantó incidente de desacato que llegó a sede de consulta
.

4. Comparada la situación expuesta en ese fallo de tutela con la que es objeto de estudio en esta providencia se puede concluir que lo que ahora se expone ya fue decidido por un juez constitucional y por tanto sobre esa circunstancia la Sala se encuentra impedida de hacer cualquier análisis al estar presente el fenómeno de la cosa juzgada. 
Es efecto si lo que pretende el actor con la presente acción de amparo es que se ordene resolver su solicitud de fondo, corregir su historia laboral y dar continuidad a los trámites de expedición del bono pensional y de reconocimiento de su prestación de vejez, no es nada diferente a lo que ya había sido objeto de pronunciamiento en la primera acción constitucional que formuló.

Y por tanto el trámite adecuado para acceder a sus pretensiones era la vía de la verificación del cumplimiento del fallo o el incidente de desacato y aunque a esto último efectivamente procedió, según el actor la sanción por desacato fue revocada, lo procedente era cuestionar esa decisión o interponer la acción de tutela frente a la providencia que resolvió la consulta, de considerarla vulneradora de sus derechos, y no acudir de nuevo a la acción de amparo para plantear una controversia que ya fue debatida.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“22.- Según la reiterada jurisprudencia de esta Corporación
, la existencia de los dos mecanismos judiciales explicados determina la improcedencia de la acción de tutela para lograr el cumplimiento de los fallos de tutela, al ser estas vías idóneas y eficaces para tal fin en vista de la amplitud de los poderes que se otorgan al juez de tutela. Como se vio, éste mantiene la competencia para obtener el acatamiento de las sentencia de tutela hasta que el derecho fundamental sea restablecido o la amenaza desaparezca y para ello puede adoptar `todas las medidas necesarias´, incluso las sanciones previstas ante el desacato.

La anterior conclusión se basa primordialmente en el respeto del principio de subsidiariedad de la acción de tutela, de conformidad con el cual esta sólo procede en ausencia de otro mecanismo judicial de defensa o cuando éste no resulta idóneo o eficaz (artículo 86 de la Constitución y artículo 6 del decreto 2591 de 1991), pero también ha indicado la Corte que el uso de la acción de tutela para estos fines podría `dar lugar a una serie interminable de tutelas que sólo contribuirían a desvirtuar la naturaleza misma de la acción´ 
.” 

5. En estas condiciones, el fallo impugnado será confirmado, aunque se modificará en razón a que no ha debido haberse negado el amparo, sino declararse improcedente por los motivos anotados. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia dictada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 4 de marzo último, dentro de la acción de tutela interpuesto por el señor José Fernando Vega Barreto contra el Director de Historia Laboral de Colpensiones, a la cual fueron vinculados la Directora de Acciones Constitucionales de esa entidad y el Secretario de Asuntos Administrativos de la Alcaldía de Dosquebradas, MODIFICÁNDOLA para en su lugar se declara improcedente el amparo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 2 a 6 cuaderno No. 1


� Ver folios 11 a 13 cuaderno No. 1 


� Sentencias T-608 de 2000, T-226 de 2003, T-632 de 2006, T-217 de 2007, T-210 de 2008, T-956 de 2010.


� Sentencia T-632 de 2006.


� Corte Constitucional. Sentencia T-632 de 2006.
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